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El presente informe jurídico se analiza un Procedimiento Administrativo 

Sancionador ante el Indecopi, por presunta infracción al deber de idoneidad 

regulado en el Código de Protección y defensa del Consumidor. La denuncia fue 

interpuesta por los señores Ricardo Jesús Grados Flores e Ivonne Jeanette 

Rossel Romaña contra las aerolíneas Latam Airlines Group S.A. (LATAM) y 

Latam Airlines Perú S.A. (LAN) ante la Órgano Resolutivo de Procedimientos 

Sumarísimos Nº 1 (ORPS1) del INDECOPI. Los denunciantes manifiestan que 

la aerolínea Latam no habría cumplido con brindar el servicio de acuerdo con las 

condiciones contratadas (vuelo de retorno: Los Ángeles – Ciudad de México), ni 

habría brindado las alternativas de protección ante la modificación del vuelo y de 

manera injustificada amplio el plazo para dar respuesta al reclamo presentado 

en el Libro de Reclamaciones con fecha 04 de junio de 2019. En ese sentido, 

Latam formula allanamiento al amparo del artículo 122° de la Directiva N° 006-

2017/DIR-COD-INDECOPI, respecto de los cargos imputados. Asimismo, 

solicita al ORPS1 se califique la infracción como leve y se le imponga una 

amonestación. Además, propone como acuerdo conciliatorio la entrega de un 

travel voucher para canjear en servicios por la suma de US$ 500.00 o en efectivo 

la suma de US$ 250.00. En cambio, la aerolínea Lan solicita que se declare 

improcedente la denuncia por falta de legitimidad para obrar pasiva. La ORPS1 

resolvió sancionar a Latam con una amonestación por la infracción al artículo 19° 

y 24° del Código en virtud al allanamiento formulado. Asimismo, ordena a Latam 

en calidad de medida correctiva cumpla con reembolsar los gastos incurridos por 

los interesados por concepto de alimentación, previa presentación de los 

sustentos correspondientes, que deberán ser de fecha 23 o 24 de mayo y 

encontrarse a nombre de cualquiera de los interesados y a su vez, condenar a 

Latam al pago de costas del procedimiento y disponer la inscripción de Latam en 

el Registro de Infracciones y Sanciones de Indecopi, por último, declara 

Improcedente la denuncia formulada contra Lan al haberse determinado la falta 

de legitimidad de obrar pasiva.  La Comisión de Protección al Consumidor Nº 2 

del INDECOPI, ante el recurso de apelación presentado por los denunciantes 

resolvió declarar Improcedente en el extremo referido a la declaratoria de 

responsabilidad a Latam por infracción al artículo 24° del Código, en tanto no se 

advirtió el agravio que dicho pronunciamiento les causó. Además, declaró 

Improcedente la denuncia en el extremo que apeló la amonestación impuesta 

por el ORPS1, en tanto no se encuentran legitimados para cuestionarla, 

finalmente decide revocar en el extremo que ordenó medida correctiva y 

reformándola, ordena cumpla con reembolsar los gastos de alimentación en los 

que incurrieron los denunciantes ante el cambio en la prestación del servicio de 

transporte aéreo contratado en la ruta Los Ángeles – Ciudad de México – Lima, 

previa presentación de los sustentos correspondientes. En vista que exigir que 

los comprobantes de pago consignen alguno de los nombres, dado el tipo de 

transacciones que se realizan en dicho contexto, no resulta coherente, por lo 

cual no debe ser un requisito a fin de acreditar los gastos en los que incurrieron 

los interesados. 
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I. RELACIÓN DE LOS HECHOS PRINCIPALES EXPUESTOS POR LAS PARTES 

INTERVINIENTES EN EL PROCEDIMIENTO  

1.1. DENUNCIA 

Con fecha 1 de agosto de 2019, el señor Rodolfo Jesús Flores Grados y esposa (en 

adelante, los denunciantes), presentan su denuncia administrativa ante la Comisión de 

Protección al Consumidor del Instituto Nacional de Defensa de la Competencia y de la 

Protección de la Propiedad Intelectual (en adelante, Indecopi) contra la empresa LATAM 

AIRLINES GROUP S.A. SUCURSAL DEL PERÚ (en adelante, LATAM), por las 

siguientes presuntas infracciones:  

• Infracción al artículo 2 del Código de Protección y Defensa del Consumidor (en 

adelante, CPDC), en relación con el deber de otorgamiento de información 

relevante.  

• Infracción al artículo 18 y 19 del CPDC, en relación con el deber de Idoneidad en 

la prestación de servicio.  

• Infracción al artículo 24 del CPDC, en relación con el deber del servicio de atención 

de reclamos.  

Asimismo, con fecha 1 de agosto de 2019, el Órgano Resolutivo de Procedimientos 

Sumarísimos de Protección al Consumidor N° 1 (en adelante, el ORPS), solicitó a los 

denunciantes cumplan con precisar las presuntas infracciones cometidas por el 

proveedor, así como con el pago de la tasa administrativa y la acreditación del vínculo 

conyugal y el vínculo con sus menores hijas.   

Fundamentos de hecho de la denuncia: 

• Con fecha 19 de julio de 2018, los denunciantes adquirieron cuatro (4) pasajes 

aéreos ida y vuelta a través de la página web de la empresa LATAM con ruta de 

partida (directo) Lima – Los Ángeles y retorno (con escala) Los Ángeles – Ciudad 

de México – Lima, programando como fecha de partida día 15 de mayo de 2019 y 

retorno el 23 de mayo de 2019. Los pasajes se compraron a nombre del Sr. Flores, 

su esposa y dos hijas de seis (6) años. 

• Con fecha 22 de mayo de 2019, los denunciantes intentaron realizar el “check in” 

en la página web de LATAM para su viaje de retorno sin éxito alguno. Frente a ello, 

ingresaron a la página web de ALASKA AIRLINES (aerolínea que realizaría el primer 

tramo de retorno: Los Ángeles – Ciudad de México, de acuerdo con el boleto emitido 



por LATAM) para realizar el “check in” correspondiente, sin embargo, no 

encontraron información alguna de la reserva de su vuelo. 

• Con fecha 23 de mayo del 2019, los denunciantes se apersonaron al aeropuerto de 

Los Ángeles con sus menores hijas para indagar en el counter de la aerolínea 

ALASKA AIRLINES la reserva de su vuelo, indicando esta aerolínea no contar con 

ninguna reserva e, incluso, indicaron no realizar vuelos hacia la Ciudad de México 

desde hacía tres (3) meses, lo que había sido comunicado a LATAM en reiteradas 

oportunidades, derivándolos al counter de LATAM para efectuar el reclamo 

correspondiente. 

• Que, los denunciantes se apersonaron al counter de LATAM; sin embargo, al no 

encontrar a personal alguno, procedieron a comunicarse telefónicamente con la 

central de servicio al cliente, donde además de brindarle una atención inadecuada, 

se le indicó que a modo de “favor” y de “manera excepcional” se le buscaría un vuelo 

para ellos y sus menores hijas. 

• Que, en efecto, después de diez (10) horas de haberse apersonado los 

denunciantes al aeropuerto de Los Ángeles, LATAM programó su vuelo desde Los 

Ángeles hacia la ciudad de Santiago de Chile, vuelo que llegaría a las 05:20 horas 

del día 24 de mayo de 2019, y después de tres (3) horas, los denunciantes debían 

abordar otro vuelo de Santiago de Chile a Lima. No obstante, durante la espera de 

la reprogramación de los vuelos, LATAM no asumió ningún gasto de alimentación u 

otro tipo de los denunciantes. 

• Que, la reprogramación de vuelos tuvo como consecuencia el retraso de un día en 

relación con el vuelo previsto primigeniamente, perjudicando los compromisos 

laborales de los denunciantes, así como las clases escolares de sus menores hijas. 

Por ello, con fecha 4 de junio de 2019, los denunciantes interpusieron su reclamo 

contra LATAM mediante la página web, recibiendo un correo electrónico con fecha 

4 de julio de 2019, esto es, un (1) mes después, de parte de LATAM indicando que, 

por la complejidad del reclamo, LATAM requería de un plazo adicional para realizar 

la investigación exhaustiva del caso. 

• Con fecha 10 de julio de 2019, LATAM remitió una respuesta final a los 

denunciantes, indicando que “lamentaba los inconvenientes” y que “tomaría las 

medidas correctivas pertinentes con el área encargada”, manifestando que “por 

motivos operacionales no pudieron cumplir con el itinerario establecido”. 

 

 



Fundamentos de derecho de la denuncia: 

• Artículo 2 del CPDC, el cual establece que: “El proveedor tiene la obligación de 

ofrecer al consumidor toda la información relevante para tomar una decisión o 

realizar una elección adecuada de consumo, así como para efectuar un uso o 

consumo adecuado de los productos o servicios”. 

• Artículo 18 del CPDC, el cual establece: “Se entiende por idoneidad la 

correspondencia entre lo que un consumidor espera y lo que efectivamente recibe, 

en función a lo que se le hubiera ofrecido, la publicidad e información transmitida, 

las condiciones y circunstancias de la transacción, las características y naturaleza 

del producto o servicio (…)”. 

• Artículo 24 del CPDC, el cual establece: “(…) los proveedores están obligados a 

atender los reclamos presentados por sus consumidores y dar respuesta a los 

mismos en un plazo no mayor a treinta (30) días calendario. Dicho plazo puede ser 

extendido por otro igual cuando la naturaleza del reclamo lo Código de Protección y 

Defensa del Consumidor justifique, situación que es puesta en conocimiento del 

consumidor antes de la culminación del plazo inicial.” 

Medios Probatorios:   

• Tickets electrónicos adquiridos el 19 de julio de 2018. 

• Reclamo presentado el día 4 de junio de 2019. 

• Primera respuesta de LATAM de fecha 4 de julio de 2019. 

• Respuesta final de LATAM de fecha 10 de julio de 2019. 

• Acta de matrimonio. 

• DNI de las menores hijas.  



1.2. RESOLUCIÓN DE INICIO DE PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO 

SANCIONADOR 

Mediante Resolución N° 01 de fecha 27 de agosto de 2019, el ORPS resolvió iniciar 

procedimiento administrativo sancionador (PAS) contra LATAM por la comisión de las 

siguientes presuntas infracciones:  

• Infracción al artículo 19 del CPDC.- Por no haber cumplido con brindar el servicio 

de transporte aéreo en la ruta Los Ángeles – Ciudad de México – Lima, de acuerdo 

a lo contratado, y por no haber cumplido con brindar las medidas de protección 

correspondientes ante el cambio del servicio de transporte aéreo contratado.  

• Infracción al artículo 24 del CPDC.- Por ampliar injustificadamente el plazo para dar 

respuesta al reclamo presentado por los denunciantes en el Libro de Reclamaciones 

el 4 de junio de 2019.  

Fundamentos del inicio del PAS:   

• De la revisión del relato de los hechos se aprecia que LATAM no habría cumplido 

con brindar el servicio de acuerdo con las condiciones contratadas, en tanto no 

pudieron abordar el vuelo en la ruta Los Ángeles – Ciudad de México. 

• Corresponde imputar como presunta infracción al deber de idoneidad el hecho de 

que LATAM no haya brindado medidas de protección a los interesados en atención 

al cumplimiento del servicio de transporte aéreo contratado. 

• Corresponde incluir de oficio a Latam Airlines Perú S.A. (en adelante, LAN) a fin de 

evaluar su presunta responsabilidad, en la medida que dicha aerolínea era 

operadora de uno de los vuelos de retorno, y no se ha podido determinar cuál de 

las dos aerolíneas (LATAM y LAN) sería la responsable de los hechos denunciados. 

Medios Probatorios:   

• Tickets electrónicos adquiridos el 19 de julio de 2018. 

• Reclamo presentado el día 4 de junio de 2019. 

• Primera respuesta de LATAM de fecha 4 de julio de 2019. 

• Respuesta final de LATAM de fecha 10 de julio de 2019. 

 

 

 



Base legal: 

• Artículos 19, 24, 105, 110, 114, 124 y 125 del CPDC. 

• Artículo 1 de la Resolución de la Presidencia del Consejo Directivo del INDECOPI 

N° 106-2014-INDECOPI/COD, Aprueban División Temática de la Competencia 

Resolutiva de los Órganos Resolutivos de Procedimientos Sumarísimos de 

Protección al Consumidor.  

• Numeral 3 del artículo 86 y numeral 4 del artículo 248 del Texto Único Ordenado de 

la Ley N° 27444, Ley del Procedimiento Administrativo General aprobado por 

Decreto Supremo N° 004-2019-JUS (en adelante, TUO de la LPAG). 

• Artículo 3.5 de la Directiva N° 005-2017/DIR-COD-INDECOPI, Directiva que regula 

el Procedimiento Sumarísimo en materia de Protección al Consumidor. 

   



1.3. DESCARGOS AL INICIO PAS  

Mediante escrito de fecha 9 de septiembre de 2019, LAN formula descargos contra la 

Resolución N° 01 del ORPS que inició el PAS. 

Mediante escrito de fecha 9 de septiembre de 2019, LATAM formula descargos contra 

la Resolución N° 01 del ORPS que inició el PAS. 

Fundamentos de los descargos al PAS de LAN: 

• Se puede apreciar claramente que el vuelo cuya ruta fue modificada (Los Ángeles 

– Ciudad de México) y que generó como consecuencia la modificación de la 

siguiente ruta, iba a ser operado por ALASKA AIRLINES y el boleto aéreo fue 

emitido por LATAM. 

• Se aprecia que LAN no ha intervenido directa ni indirectamente en los hechos 

denunciados, por tanto, carece de todo sentido que se le incluya de oficio por una 

relación contractual de la cual no es parte y por el tramo modificado que no iba a 

operar, pues ello transgrediría el numeral 8 del artículo 248 del TUO de la LPAG  

• LAN carece de una evidente falta de legitimidad para obrar pasiva, en tanto LATAM 

fue la emisora de los boletos aéreos y LAN no estaba a cargo de la ruta modificada 

por dicha empresa por lo que no está obligada a responder ante la modificación de 

la ruta ni ofrecer medidas de protección al respecto. 

• Al no existir una relación de consumo, no es procedente la denuncia contra LAN, 

caso contrario se estaría contraviniendo el Principio de Legalidad reconocido en el 

TUO de la LPAG e inadvertir el mismo sería un vicio de nulidad de conformidad con 

el numeral 1 del artículo 10 del TUO de la LPAG. 

Fundamentos de los descargos al PAS de LATAM: 

• LATAM formula allanamiento al amparo del artículo 122 de la Directiva N° 006-

2017/DIR-COD-INDECOPI respecto de los cargos imputados, señalando que no se 

informó oportunamente a los denunciantes sobre la cancelación del tramo que sería 

operado por ALASKA AIRLINES ni las alternativas de protección que le 

correspondían ante tal situación. 

• Asimismo, solicita al ORPS que, en aplicación del literal a) del artículo 110 así como 

el numeral 3 del artículo 112 del CPDC y numeral 4.7.1.e) de la Directiva N° 006-

2017/DIR-COD-INDECOPI se califique la infracción como LEVE, se le imponga una 

  



• Finalmente propone como acuerdo conciliatorio la entrega de un travel voucher para 

canjear en servicios por la suma de US$ 500.00 (Quinientos con 00/100 dólares 

americanos), o, en su defecto, para canjear por el monto efectivo de US$ 250.00 

(Doscientos cincuenta con 00/100 dólares americanos). 

Medios Probatorios:   

• Tickets electrónicos adquiridos el 19 de julio de 2018. 

  

   



1.4. RESOLUCIÓN DE PRIMERA INSTANCIA - ORPS  

Mediante Resolución Final N° 1928-2019/PS1 de fecha 23 de septiembre de 2019 

emitida por el ORPS, se resuelve: 

• Declarar IMPROCEDENTE la denuncia formulada contra LAN al haberse 

determinado la falta de legitimidad de obrar pasiva. 

• SANCIONAR a LATAM con una amonestación por infracción al artículo 19 y 24 del 

CPDC en virtud al allanamiento formulado. 

• Ordenar a LATAM en calidad de MEDIDA CORRECTIVA que, en un plazo máximo 

no prorrogable de quince (15) días hábiles posteriores a la notificación de la 

resolución, cumpla con reembolsar los gastos incurridos por los interesados por 

concepto de alimentación, previa presentación de los sustentos correspondientes, 

que deberán ser de fecha 23 o 24 de mayo y encontrarse a nombre de cualquiera 

de los interesados. 

• Condenar a LATAM al pago de costas del procedimiento. 

• Disponer la inscripción de LATAM en el Registro de Infracciones y Sanciones de 

INDECOPI. 

Fundamentos de la Resolución Final de primera instancia: 

Sobre los descargos de LAN 

• Que, el ORPS encauzó de oficio el procedimiento contra LAN de conformidad con 

el artículo 84 del TUO de la LPAG por la presunta comisión de la infracción al artículo 

19 del CPDC. 

• Que, de la revisión de los boletos aéreos que obran en el expediente se observa 

que el vuelo AS 2365 que cubría la ruta Los Ángeles – Ciudad de México 

programado para el 23 de mayo de 2019, iba a ser operado por ALASKA AIRLINES. 

• Que, se verifica que LAN debía operar el vuelo LA2471 en la ruta Ciudad de México 

– Lima, sin embargo, los hechos suscitados materia de denuncia ocurrieron debido 

a que los denunciantes no pudieron abordar el vuelo AS 236 en la ruta Los Ángeles 

– Ciudad de México. 

• Por tanto, al no ostentar LAN la calidad de proveedor y no tener relación alguna con 

los hechos materia de denuncia corresponde declarar la improcedencia del PAS 

iniciado en su contra por falta de legitimidad para obrar pasiva. 

Sobre los descargos de LATAM 



• Que, el artículo 112 del CPDC modificado por el Decreto Legislativo N° 1390, si el 

proveedor se allana a la denuncia presentada, se da por concluida la denuncia, 

pudiendo imponerse una amonestación. 

• Que, en línea con el artículo 4.7 de la Directiva N° 006-2017/DIR-COD-INDECOPI, 

en todos los casos que opere el allanamiento, la autoridad se pronuncia sobre la 

responsabilidad administrativa del proveedor imponiendo la sanción y/o dictando la 

medida correctiva que corresponda y/u ordenando el reembolso de costas y costos, 

según corresponda. 

• Que, tomando en cuenta lo anterior, corresponde encontrar a LATAM responsable 

por infringir los artículos 19 y 24 del CPDC. 

• Que, si bien los interesados no solicitaron medidas correctivas de forma expresa, el 

ORPS considera que al haberse encontrado responsable a LATAM por infracción a 

los artículos 19 y 24 del CPDC, corresponde dictar medida cautelar de oficio para 

que cumplan con reembolsar los gastos incurridos por los denunciantes por 

concepto de alimentación. 

• Que, debido al allanamiento formulado por LATAM y en consideración a los 

principios de razonabilidad y proporcionalidad, el ORPS considera que corresponde 

imponer amonestación a LATAM por infracción a los artículos 19 y 24 del CPDC, 

así como el pago de costas, debiendo cumplir con acreditar el pago de la suma 

ascendente a S/ 36.00 (Treinta y seis con 00/100 soles), bajo apercibimiento de 

imposición de multa coercitiva. 

Medios Probatorios:   

• Tickets electrónicos adquiridos el 19 de julio de 2018. 

• Escrito de LAN formulando excepción por falta de legitimidad para obrar pasiva. 

• Escrito de LATAM formulando allanamiento a la denuncia. 

Base legal: 

• Numeral 1 del artículo IV del Título Preliminar, artículos 19, 24, 106, 108, 112 y 117 

del CPDC. 

• Artículo 84 del TUO de la LPAG. 

• Artículos 330 y 427 del Código Procesal Civil. 

• Artículo 4.7 de la Directiva N° 005-2017/DIR-COD-INDECOPI, Directiva que regula 

el Procedimiento Sumarísimo en materia de Protección al Consumidor. 

• Artículo 7 del Decreto Legislativo N° 807, Ley sobre Facultades, Normas y 

Organización del INDECOPI.  



1.5. RECURSO DE APELACIÓN  

Mediante escrito de fecha 22 de octubre de 2019, los denunciantes formulan apelación 

contra la Resolución Final N° 1928-2019/PS1, la cual fue concedida mediante 

Resolución N° 03 de fecha 23 de octubre de 2019. 

Fundamentos del recurso de apelación: 

• La resolución materia de apelación ha ordenado una medida correctiva que contiene 

parámetros poco razonables dado que no es coherente suponer que los 

comprobantes de pago emitidos en un aeropuerto internacional sean a nombre de 

personas específicas. 

• En tal sentido, los denunciantes requieren se utilicen criterios de razonabilidad 

adecuados para la situación que enfrentaron, al haber transcurrido al menos 10 

horas de espera, en el que LATAM debió asumir el costo de: refrigerio, llamada 

telefónica, alimentación de acuerdo con el horario de espera, compensación 

equivalente al 25% del valor del trayecto incumplido y transporte desde el 

aeropuerto de los denunciantes. 

• Asimismo, LATAM no habría dado respuesta al reclamo presentado con su 

comunicación de fecha 10 de julio de 2019 pues no emitió pronunciamiento alguno 

respecto a los hechos materia de reclamo, por lo que corresponde que LATAM 

brinde respuesta a los hechos reclamados. 

• También refieren los denunciantes que el allanamiento no implica la imposición 

automática de una amonestación, sino que pudo haberse aplicado una sanción 

pecuniaria, más aún cuando LATAM ha sido denunciado por la misma conducta en 

otros procedimientos, utilizando la figura del allanamiento para evitar la imposición 

de sanciones pecuniarias. 

Medios Probatorios: 

• Respuesta de LATAM de fecha 10 de julio de 2019 al reclamo interpuesto por los 

denunciantes. 

• Resolución N° 1928-2019/PS1 de fecha 23 de septiembre de 2019. 

 

 

 



1.6. RESOLUCIÓN DE SEGUNDA INSTANCIA - COMISIÓN 

Mediante Resolución Final N° 16-2020/CC2 de fecha 7 de enero de 2020 emitida por la 

Comisión de Protección al Consumidor N° 2 (en adelante, la Comisión), se resuelve: 

• Declarar IMPROCEDENTE el recurso de apelación presentada por los 

denunciantes en el extremo referido a la declaratoria de responsabilidad a LATAM 

por infracción al artículo 24 del CPDC, en tanto no se advirtió el agravio que dicho 

pronunciamiento les causó. 

• Declarar IMPROCEDENTE el recurso de apelación presentada por los 

denunciantes en el extremo que apeló la amonestación impuesta por el ORPS, en 

tanto no se encuentran legitimados para cuestionarla. 

• REVOCAR la Resolución Final N° 1928-2019/PS1 de fecha 23 de setiembre de 

2019, emitida por el ORPS en el extremo que ordenó medida correctiva contra 

LATAM y reformándola, ordenar cumpla con reembolsar los gastos de alimentación 

en los que incurrieron los denunciantes ante el cambio en la prestación del servicio 

de transporte aéreo contratado en la ruta Los Ángeles – Ciudad de México – Lima, 

previa presentación de los sustentos correspondientes. 

Fundamentos de la Resolución Final de segunda instancia: 

• Que, sobre el cuestionamiento de la declaratoria de responsabilidad por infracción 

al artículo 24 del CPDC, la Comisión no advierte el agravio que el pronunciamiento 

emitido por el ORPS les habría causado a los denunciantes, máxime cuando ante 

el allanamiento, el ORPS declaró la responsabilidad de LATAM. 

• Por tanto, al no haberse cumplido con los requisitos de procedencia para el recurso 

de apelación en este extremo, corresponde a la Comisión declararlo 

IMPROCEDENTE. 

• Que, sobre el cuestionamiento de la multa impuesta, la legitimidad para obrar de los 

denunciantes solo involucra el derecho a denunciar una presunta conducta ilícita 

pero no incide en el ejercicio de la potestad sancionadora de la Administración. 

• Por tanto, y de conformidad con el numeral 5.2.2 del artículo 5 de la Directiva N° 

005-2017/DIR-COD-INDECOPI, no procede la apelación de los denunciantes 

respecto de las sanciones impuestas por el ORPS, por lo que corresponde a la 

Comisión declarar IMPROCEDENTE la apelación en este extremo. 

• Que, sobre la medida correctiva impuesta, la Comisión refiere que, en tanto los 

denunciantes estuvieron en el aeropuerto de Los Ángeles esperando embarcarse, 

es razonable que se incurran en gastos de alimentación; sin embargo, exigir 



comprobantes con nombres específicos no resulta coherente dado el tipo de 

transacciones, por lo que no debe ser requisito a fin de acreditar los gastos en los 

que incurrieron los denunciantes. 

• Por tanto, corresponde revocar la resolución de primera instancia que ordenó 

medida correctiva contra LATAM y reformándola, ordenaron cumpla con reembolsar 

los gastos de alimentación en los que incurrieron los denunciantes previa 

presentación de los sustentos correspondientes. 

Medios Probatorios: 

• Resolución N° 1928-2019/PS1 de fecha 23 de septiembre de 2019. 

• Escrito de apelación de fecha 22 de octubre de 2019. 

Base legal: 

• Artículos 19, 24, 114, 115 y 116 del CPDC. 

• Artículo 217, 220 y 221 del TUO de la LPAG. 

• Numeral 5.2.2. del artículo 5 de la Directiva N° 005-2017/DIR-COD-INDECOPI, 

Directiva que regula el Procedimiento Sumarísimo en materia de Protección al 

Consumidor.  

  

  



II. IDENTIFICACIÓN Y ANÁLISIS DE LOS PRINCIPALES PROBLEMAS JURÍDICOS 

DEL EXPEDIENTE  

Los principales problemas jurídicos que nos plantea el presente PAS están en función a 

determinar: 

• La razonabilidad de  la aplicación de la Medida Correctiva. 

• Si debió incluirse a LAN como parte denunciada en el PAS. 

LA RAZONABILIDAD DE LA APLICACIÓN DE LA MEDIDA CORRECTIVA DEL 

ORPS.- 

 

La ORPS mediante la Resolución Final N°1928-2019/PS1 de fecha 23 de setiembre de 

2019, ordena como medida correctiva que los denunciantes entreguen a la aerolínea 

LATAM los sustentos correspondientes a los gastos de alimentación del día 23 o 24 de 

mayo del 2019, los cuales deberán contar con el nombre de cualquiera de los 

interesados con la finalidad de que LATAM cumpla en un plazo improrrogable con el 

reembolso correspondiente.  

 

Es así que, tenemos que la medida correctiva en primera instancia se dicta bajo 

determinados presupuestos; y, al ser impugnada por los denunciantes, la segunda 

instancia realiza el análisis correspondiente para determinar su razonabilidad.  

 

En tal sentido, para determinar cuáles serían los requisitos y características válidas para 

la imposición de una medida correctiva, es preciso definir su concepto y naturaleza. 

 

Una medida correctiva es un mandato u orden proveniente de una autoridad competente 

que tiene como propósito corregir, subsanar o enmendar una situación equivocada; por 

ejemplo, según Santamaria Pastor, Juan1, dice:  

 

“La función de la medida correctiva es advertir que existe un deber básico de 

reposición de los efectos causados por un actuar ilícito”. 

 

Por tanto, una medida correctiva se puede definir como “la medida que sirven para 

corregir una conducta infractora”. 

 

 
1 SANTAMARIA PASTOR, Juan. Principios de Derecho Administrativo General. Tomo II. 1° Edición. 



En cuanto a la naturaleza de una medida correctiva, es conveniente citar a la doctrina 

más especializada en la materia. 

 

El autor MORÓN URBINA, Juan Carlos2, señala que: 

 

“Según la doctrina la medida correctiva no posee una naturaleza sancionadora, 

dado que le es ajena la finalidad puramente aflictiva propia de las sanciones 

administrativas. Por ende, las medidas correctivas impone al administrado la 

conducta correcta (…); además, le requiere coactivamente restaurar la situación 

jurídica o física afectada por su acción u omisión”. 

 

En ese sentido, la naturaleza de una medida correctiva es diferente a la naturaleza de 

las sanciones; sin embargo, ambos actos administrativos tienen en común que 

constituyen actos de gravamen para el administrado. 

 

Ahora bien, en el caso materia en análisis, es pertinente contextualizar a la medida 

correctiva en materia de consumidor, para ello -en primer lugar- conviene citar la 

normativa legal especial que define dicha figura: 

 

Según el Código de protección y Defensa del Consumidor - Ley N°29571 

Artículo 114.- Medidas correctivas 

Sin perjuicio de la sanción administrativa que corresponda al proveedor por una 

infracción al presente Código, el Indecopi puede dictar, en calidad de mandatos, 

medidas correctivas reparadoras y complementarias. 

 

En esa línea, las medidas correctivas tienen por finalidad revertir los efectos que la 

conducta infractora hubiese ocasionado (ej. acción de amparo que pretende hacer cesar 

o revertir los efectos de una conducta conculcatoria de los derechos constitucionales) o 

evitar que ésta se produzca nuevamente en el futuro. 

Las medidas correctivas no tienen naturaleza (per se) indemnizatoria o resarcitoria, toda 

vez que la facultad para ordenar indemnizaciones es del Poder Judicial. 

 

El INDECOPI utiliza las medidas correctivas como el mecanismo de regulación de las 

conductas negativas en el mercado, corrigiendo, revirtiendo, previniendo y eliminado 

dichas conductas. 

 
2 MORRON URVINA, Juan Carlos. Del Procedimiento Trilateral del Procedimiento, p. 364. 



 

Entonces, la medida correctica en materia de protección al consumidor tiene como 

finalidad corregir los efectos que la conducta infractora hubiese causado al consumidor3. 

Por ello, se desprende dos tipos de medida correctiva, que son: la medidas correctiva 

reparadora y la medidas correctiva complementaria, en concordancia con lo señalado, 

en los Artículos 115° y 116° del Código de Protección al Consumidor. 

 

Artículo 115.- Medidas correctivas reparadoras 

Las medidas correctivas reparadoras tienen el objeto de resarcir las 

consecuencias patrimoniales directas e inmediatas ocasionadas al consumidor por 

la infracción administrativa a su estado anterior 

(…) 

Artículo 116.- Medidas correctivas complementarias 

Las medidas correctivas complementarias tienen el objeto de revertir los efectos 

de la conducta infractora o evitar que esta se produzca nuevamente en el futuro  

(…). 

 

Del artículo citado en cuanto a las Medidas Correctivas Reparadoras, éstas sirven para: 

- Resarcir las consecuencias de la conducta infractora 

- Reparación del producto 

- Cambio de productos por otro  

- Cumplir la obligación acordada  

- Devolución de la contraprestación pagada por el consumidor.  

- Cualquier otra medida análoga 

 

En cuanto a las Medidas Correctivas Complementarias, estas sirven para: 

- Revertir las consecuencias de la conducta infractora y evitar que se produzca en el 

futuro.  

- Decomiso y destrucción de mercadería   

- Solicitar la clausura del establecimiento  

- Solicitar la inhabilitación del proveedor  

- Publicar avisos rectificatorios  

- Cualquier otra medida análoga  

 

 
3 En materia de protección al consumidor, en el Código de Protección y Defensa del Consumidor, Ley°29571. 



En ese sentido, los denunciantes no estarían conforme con la Resolución de primera 

instancia. Por lo que, con fecha 22 de octubre del 2019, presentaron su recurso de 

apelación, manifestando que la medida correctiva aplicada por la autoridad 

administrativa no sería razonable. Por lo cual, la comisión se pronuncia a través del 

numeral 24 de la Resolución N°16-2020/CC2, considerando lo siguiente:  

 

“(…) exigir  que los comprobantes de pago consignen alguno de los nombres, dado 

el tipo de transacciones que se realizan en dicho contexto, no resulta coherente, 

por lo cual no debe ser un requisito a fin de acreditar los gastos en los que 

incurrieron los interesados”. 

 

Finalmente, considero que las Medidas Correctivas, tienen como finalidad tutelar los 

intereses de los consumidores y a su vez, debe basarse en la razonabilidad y eficacia 

para su cumplimiento. 

 

SI DEBIÓ INCLUIRSE A LA AEROLÍNEA LAN COMO PARTE DEL PAS.- 

Es preciso indicar que los procedimientos administrativos sancionadores tiene como 

finalidad regular las conductas que infrinjan las normas de derecho administrativo dentro 

de un Estado social y democrático de derecho; estos procedimiento son iniciados de 

oficio, debido a la actividad que pone en ejercicio la Administración (sancionadora) y la 

consecuencia que surge tras ella (la sanción).  

 

Sin embargo, los procedimientos tramitados por denuncia de parte en INDECOPI sobre 

materia de protección al consumidor son calificados como procedimiento sancionador – 

trilateral; por ejemplo, según Juan Espinoza Espinoza4 señala lo siguiente: 

 

“(…) en el procedimiento administrativo de tutela del consumidor, este no solo 

obtiene una medida correctiva (situación que lo calificaría como trilateral), sino 

también el Indecopi puede imponer una multa al proveedor, lo cual también haría 

que este procedimiento sea, a la vez, sancionador. 

(…)” 

 

 
4 ESPINOZA ESPINOZA, Juan. Circulación de los modelos jurídicos de la responsabilidad civil en la tutela administrativa 
de los derechos del consumidor. En: Actualidad Jurídica 197, Gaceta Jurídica Editores, Lima, 2010, p. 304. 



Asimismo, el doctor Morón Urbina5 señalando que el procedimiento administrativo en 

materia de protección al consumidor tiene una naturaleza mixta, que dice: 

 

“que tiene aspectos que le otorgan un carácter trilateral sin que ello perjudique su 

finalidad sancionadora, a pesar que la Ley del Procedimiento Administrativo General 

(…) no abarque, específicamente, un procedimiento de esta naturaleza (…)” 

 

En ese sentido, podemos determinar que los procedimientos trilaterales surge con la 

finalidad de poder resolver los conflictos de intereses entre dos o más administrados 

ante la entidad de la administración, es decir, un conflicto entre dos o más consumidores  

y proveedores frente al INDECOPI; según el artículo 61, inciso 1 del TUO de la Ley 

274446, tenemos que entender por administrados: 

 

“la persona natural o jurídica que, cualquiera sea su calificación o situación 

procedimental, participa en el procedimiento administrativo. Cuando una entidad 

interviene en un procedimiento como administrado, se somete a las normas que lo 

disciplinan en igualdad de facultades y deberes que los demás administrados” 

(…). 

 

En consecuencia, el presente expediente los administrados que son parte del 

procedimiento administrativo son el señor Rodolfo Jesús Grados Flores, Ivonne Jeanette 

Rossel Romaña y Latam Airlines Group S.A. Sucursal Perú (LATAM).  

 

Asimismo, la autoridad administrativa del ORPS incorpora al procedimiento 

administrativo a la aerolínea Latam Airlines Perú S.A (LAN) a fin de poder terminar la 

presunta responsabilidad administrativa de los hechos denunciados.  

Tal como se desprende de la Resolución N° 01 de fecha 27 de agosto de 2019, 

sustentándose en el encausamiento de oficio: 

“De otro lado, los interesados presentaron una denuncia en contra de LATAM; sin 

embargo, en la medida que LAN era la aerolínea operadora de uno de los vuelos 

de retorno, toda vez que no es posible determinar cuál de las dos aerolíneas antes 

mencionadas seria la responsable de los hechos denunciados, corresponde incluir 

 
5 Informe emitido el 9 de febrero de 2012 por el doctor Juan Carlos Morón Urbina. Ver a fojas 248 y s.s. del expediente. 
6 Texto único ordenado de la Ley N°27444, Ley del Procedimiento Administrativo General. 



de oficio a LAN al presente procedimiento a fin de evaluar su presunta 

responsabilidad administrativa en los hechos denunciados”. 

 

No obstante, la aerolínea LAN mediante escrito con fecha 09 de setiembre del 2019, 

manifiesta que no habría intervenido de manera directa o indirectamente en los hechos 

denunciados . Por lo que, carecería de todo sentido que se incluya de oficio por una 

relación contractual que no iba a operar. Además, la aerolínea LAN menciona que, 

carecería de legitimidad para obrar pasiva y no existiría una relación de consumo; según 

el Artículo IV,  inciso 5 del CPDC7, dice: 

 

“5. Relación de consumo.- Es la relación por la cual un consumidor adquiere un 

producto o contrata un servicio con un proveedor a cambio de una contraprestación 

económica”.  

(…) 

 

Por lo tanto, se vulneraria el principio de Causalidad reconocido en el artículo 248° del 

TUO de la LPAG, en los siguientes términos: 

 

“Artículo 248.- Principios de la potestad sancionadora administrativa.- 

 

La potestad sancionadora de todas las entidades está regida adicionalmente por 

los siguientes principios especiales: 

(…) 

8. Causalidad.- La responsabilidad debe recaer en quien realiza la conducta 

omisiva o activa constitutiva de infracción sancionable. 

(…)”. 

No obstante, se desprende la Resolución Final de Primera Instancia: 

“En ese sentido, al no haber ningún medio de prueba que permita atribuirles 

responsabilidad por los hechos materia de denuncia, corresponde declarar 

fundada su solicitud de improcedencia por falta de legitimidad pasiva. 

Por lo tanto, en la medida que LAN no ostenta calidad de proveedor en el presente 

procedimiento, y no tiene relación alguna con los hechos materia de denuncia, 

 
7 Código de Protección y Defensa del Consumidor – Ley N°29571. 



corresponde declarar la improcedencia del procedimiento sancionador iniciado en 

su contra por falta de legitimidad para obrar pasiva”. 

 

Finalmente, considero que no debió incluirse en el Procedimiento de mi Expediente a la 

aerolínea LAN dado que materialmente no forma parte de la relación de consumo como 

proveedor.   



III. POSICIÓN FUNDAMENTADA SOBRE LAS RESOLUCIONES EMITIDAS Y LOS 

PROBLEMAS JURÍDICOS IDENTIFICADOS  

A consecuencia del análisis efectuado en el capítulo anterior, es preciso establecer mi 

posición respecto de las resoluciones emitidas tanto en la primera como en la segunda 

instancia en relación a los problemas jurídicos analizados. En ese sentido, procedo a 

exponer: 

Respecto de la Resolución emitida por la ORPS. 

En mi opinión considero que la Decisión de la Entidad Sumarísima, en relación a la 

aplicación de la Medida Correctiva no fue razonable, dado que dispuso que se cumpla 

con reembolsar los gastos incurridos por los interesados por concepto de alimentación 

previa presentación de los sustentos correspondientes respecto las fechas 23 o 24 de 

mayo de 2019 debiendo encontrarse a nombre de los interesados; no obstante, la misma 

debió consistir en el reembolso de gastos de alimentación en los que incurrieron los 

señores Ricardo Grados Flores e Ivonne Rossel respecto al cambio en la prestación del 

servicio de transporte aéreo contratado en la ruta los Ángeles-Ciudad de México-Lima, 

tal como lo dispuso el Superior Jerárquico, 

Respecto de la Resolución emitida por la Comisión. 

En relación a la Resolución emitida por la Comisión en la cual, finalmente, se resuelve 

REVOCAR la Resolución de primera instancia en el extremo referido a la aplicación de 

la medida correctiva, que dice:  

“(…) exigir  que los comprobantes de pago consignen alguno de los nombres, dado 

el tipo de transacciones que se realizan en dicho contexto, no resulta coherente, por 

lo cual no debe ser un requisito a fin de acreditar los gastos en los que incurrieron 

los interesados”. 

Asimismo, con respecto al extremo referido a la responsabilidad administrativa por 

presunta infracción al artículo 24° del CPDC, el denunciado presento su escrito de 

allanamiento; por lo que,  no se desprendería el agravio.  

Además, respecto a la multa impuesta, no procede su cuestionamiento conforme la 

Directiva N° 005-2017/DIR-COD-INDECOPI8; el cual, indica que las apelaciones de los 

 
8 Directiva que regula el Procedimiento Sumarísimo en Materia de protección al Consumidor prevista en el Código de Protección 
y defensa del consumidor. 



denunciante no procede con respecto a la sanción impuesta por el ORPS. En ese 

sentido, me encuentro de acuerdo y conforme con la resolución de segunda instancia. 

Respecto a los Problemas Jurídicos Identificados.-  

• La razonabilidad de  la aplicación de la Medida Correctiva: 

De lo mencionado en el capítulo dos consideramos que la Medida Correctiva impuesta 

por el Órgano Resolutivo de Procedimiento Sumarísimo de Protección al Consumidor no 

sería razonable, en vista que, la tutela de los intereses deben basarse en la razonabilidad 

y eficacia para su cumplimiento. 

En ese sentido, en primer lugar debemos de entender por Procedimiento Administrativo 

de acuerdo a Morón Urbina:  

“La estructura del procedimiento administrativo se muestra como una integración 

coordinada y racional de actos procesales dirigidos a un fin unitario (preparar una 

decisión final)” (P. 232). 

Es así que en mi Expediente el Procedimiento Administrativo tuvo su desarrollo 

respectivo en la Primera Instancia ante el Órgano Resolutivo de Procedimientos 

Sumarísimos de Protección al Consumidor. 

Debemos de entender por Acto Administrativo, por Guzmán Napurí:  

“Se define doctrinariamente como Acto Administrativo a la decisión que en ejercicio 

de la función administrativa, toma en forma unilateral la autoridad administrativa, y 

que afecta derechos, deberes e intereses de particulares o de entidades públicas, 

de acuerdo con la Ley del Procedimiento Administrativo General. Son actos 

administrativos, entonces, las declaraciones de las entidades que, en el marco de 

normas de derecho público, están destinadas a producir efectos jurídicos sobre los 

intereses, obligaciones o derechos de los administrados dentro de una situación 

concreta”. (P. 317). 

Producto del desarrollo del Procedimiento Administrativo el Órgano de 

Procedimiento Sumarísimo de Protección al Consumidor emitió su respectiva 

Resolución Final la misma que se configura como un Acto Administrativo.  

De acuerdo a INDECOPI debemos de entender por Medidas Correctivas: 



(…) uno de los más importantes cambios en la legislación sobre protección al 

consumidor se produjo al otorgarle al Indecopi potestades para establecer medidas 

correctivas, por las cuales se busca corregir los efectos negativos sobre el 

consumidor que se hubieran producido con la infracción (P. 75) 

En concordancia con lo señalado, se desprende de los Artículos 114°, 115° y 116° 

del Código de Protección al Consumidor respecto a las Medidas Correctivas: 

Artículo 114.- Medidas correctivas 

Sin perjuicio de la sanción administrativa que corresponda al proveedor por una 

infracción al presente Código, el Indecopi puede dictar, en calidad de mandatos, 

medidas correctivas reparadoras y complementarias. 

Artículo 115.- Medidas correctivas reparadoras 

Las medidas correctivas reparadoras tienen el objeto de resarcir las 

consecuencias patrimoniales directas e inmediatas ocasionadas al consumidor por 

la infracción administrativa a su estado anterior 

(…) 

Artículo 116.- Medidas correctivas complementarias 

Las medidas correctivas complementarias tienen el objeto de revertir los efectos 

de la conducta infractora o evitar que esta se produzca nuevamente en el futuro 

(…). 

El Acto Administrativo emitido contiene la decisión de la Autoridad Administrativa, que 

desde la Motivación se pronunció respecto a la controversia. Para el caso en concreto, 

uno de los extremos se relacionó con la imposición de la Medida Correctiva, en mi 

Expediente es una Medida Correctiva Reparadora.  De donde se desprende: 

“(…) dispuso que se cumpla con reembolsar los gastos incurridos por los 

interesados por concepto de alimentación previa presentación de los sustentos 

correspondientes respecto las fechas 23 o 24 de mayo de 2019 debiendo 

encontrarse a nombre de los interesados”. 

Sin embargo, cabe señalar que el impugnante en su recurso de apelación señaló, criterio 

que consideró la Comisión: 



“(…) exigir  que los comprobantes de pago consignen alguno de los nombres, dado 

el tipo de transacciones que se realizan en dicho contexto, no resulta coherente, 

por lo cual no debe ser un requisito a fin de acreditar los gastos en los que 

incurrieron los interesados” 

• Incluir a la aerolínea LAN como parte del PAS. 

Como segunda problemática considero que el ORPS no debió incluir en el procedimiento 

a la aerolínea LAN dado que materialmente no forma parte de la relación de consumo 

como proveedor. 

Respecto los Órganos Sumarísimos nos señala Rejanovinschi: 

“Los sumarísimos son competentes para conocer denuncias cuya cuantía no 

supere 3 UIT, y en materia sobre falta de atención a reclamos y requerimientos de 

información (…)” (P.276) 

Rojas Franco nos define al Procedimiento Administrativo: 

El autor en mención nos señala al Procedimiento Administrativo como el trámite o 

instrumentos que tiene como finalidad satisfacer el interés público. Señala el autor 

que  para el caso del administrado, su intervención en el procedimiento 

administrativo, es parte integrante del procedimiento en mención. (P. 67) 

Debemos de entender por Imputación en el Procedimiento Administrativo de acuerdo a 

Gómez y Sanz: 

El escrito de iniciación es, al mismo tiempo, un escrito de inculpación (…) debe de 

contener (…) la identificación del presunto responsable (…) la persona que resulte 

sancionada tiene que haber sido identificada como tal inculpada en el escrito de 

iniciación (P. 811,812) 

Debemos de entender por Legitimidad para Obrar de acuerdo a Monroy: 

Por Legitimidad para Obrar se alude a la identificación que debe de existir entre 

los sujetos que conforman la relación jurídico-procesal y quienes bien ocupan los 

polos de la relación jurídico material o aquellas que, en abstracto, determina la ley 

para actuar en calidad de partes del proceso (P. 195,196). 



Para el caso en concreto tenemos, tal como se desprende de la Resolución N° 01 de 

fecha 27 de agosto de 2019, sustentándose en el encausamiento de oficio: 

“De otro lado, los interesados presentaron una denuncia en contra de LATAM; sin 

embargo, en la medida que LAN era la aerolínea operadora de uno de los vuelos 

de retorno, toda vez que no es posible determinar cuál de las dos aerolíneas antes 

mencionadas seria la responsable de los hechos denunciados, corresponde incluir 

de oficio a LAN al presente procedimiento a fin de evaluar su presunta 

responsabilidad administrativa en los hechos denunciados”. 

Asimismo, mediante la Resolución de Primera Instancia indica que: 

Al no haber ningún medio de prueba que permita atribuirles responsabilidad por 

los hechos materia de denuncia, corresponde declarar fundada su solicitud de 

improcedencia por falta de legitimidad pasiva. 

Por lo tanto, en la medida que LAN no ostenta calidad de proveedor en el presente 

procedimiento, y no tiene relación alguna con los hechos materia de denuncia, 

corresponde declarar la improcedencia del procedimiento sancionador iniciado en 

su contra por falta de legitimidad para obrar pasiva. 

 

 

  



IV. CONCLUSIONES  

 

El análisis del presente PAS desarrollado a lo largo de este informe, nos permite 

concluir lo siguiente:  

 

• La aplicación de las medidas preventivas debe estar dotada de garantías para los 

administrados, en virtud del principio de razonabilidad y proporcionalidad. En esa 

línea, teniendo en consideración el principio de razonabilidad, las medidas 

correctivas deben estar debidamente fundamentadas, ser coherentes, congruentes 

y proporcionales. 

 

• La autoridad administrativa debe identificar de forma clara quienes deben actuar en 

el procedimiento administrativo sancionador, es decir, debe identificar de forma 

clara al infractor en virtud al principio de causalidad. Por el principio de causalidad 

la sanción debe recaer en quien realiza la conducta omisiva o activa constitutiva de 

infracción sancionable.  

 

• La debida imputación se relaciona con la legitimidad para obrar.  
 

• El Código de Protección al Consumidor regula las medidas Correctivas 
Reparadoras y Complementarias. 

 

• Las Medidas Correctivas Reparadoras son resarcitorias y las Medidas 
Correctivas Complementarias revierten los efectos de la conducta infractora. 

 

• Los sujetos que se incluyan en la imputación deben tener una relación de 
consumo. 

 

• En correlación con el Exp. 00535-2009-PA/TC, del Tribunal Constitucional, 
coincido en que la emisión de una medida correctiva debe basarse en ser idóneo 
y proporcional respecto a lo que se quiere remediar y proteger, en ese sentido, 
la autoridad administrativa no debe aplicar mecánicamente la norma a los 
hechos del caso, sin antes realizar un análisis del contexto del caso. 
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